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1. Análisis  del Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos de Niños, 

Niñas  y Adolescentes Frente a Protección Integral 

 

Con la implementación de la Ley 1098 de 2006, se derogó en Colombia el Decreto 2737 de 

1989  Código del Menor, y permitió un cambio importante en la consideración social de la 

infancia. La nueva Ley de Infancia y Adolescencia se fundamenta principalmente por la 

Doctrina de la Protección integral, la cual está orientada al reconocimiento de la infancia y 

adolescencia en igualdad de condiciones; esto es, los niños, niñas y adolescentes como 

sujetos plenos de derecho; de derechos fundamentales prevalentes, buscando la articulación 

de políticas públicas conforme al principio de corresponsabilidad, para mejorar las 

condiciones de vida de la infancia y la adolescencia para ese restablecimiento de sus 

derechos en el caso de ser vulnerados. 

El proceso administrativo de restablecimiento de derechos constituye un 

instrumento fundamental para la realización de los mandatos constitucionales en torno a la 

garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y para la operatividad del 

Código de la Infancia y la Adolescencia. Este proceso especial, incluye las acciones, 

competencias y procedimientos necesarios para que las autoridades administrativas 

facultadas por la Ley, restablezcan a los niños, las niñas y los adolescentes el ejercicio 

pleno y efectivo de sus derechos. 

A seis (6) años de su aplicación amerita realizar una reflexión en torno al proceso de 

restablecimiento de derechos que adelantan las autoridades competentes y si dentro de los 

términos que establece la ley de infancia para fallar el proceso se logra cumplir con el 

objetivo de garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes de forma integral. 

Este ensayo pretende demostrar que el termino establecido para adelantar el Proceso 

Administrativo de Restablecimiento de Derechos contemplada en el Artículo 100 de la Ley 

1098/2006 de Infancia y Adolescencia, no permite garantizar integralmente los derechos de 

los niños, niñas y adolescentes y es contrario al espíritu mismo de la ley y violatoria de los 

derechos fundamentales.  

Para cumplir este objetivo se darán a conocer las diferentes situaciones que se 

presentan dentro del Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos,  que 



dificultan una verdadera Protección Integral  de los Derechos de los niños, niñas y 

Adolescentes. Así mismo se demostrará que las medidas de Restablecimiento de Derechos 

son garantes  mientras el cumplimiento del término legal y se busca evidenciar las 

dificultades del proceso administrativo de restablecimiento de derechos por la falta de 

respuesta oportuna y articulada de las instituciones que hacen parte del Sistema Nacional de 

Bienestar Familiar.  

Este ensayo pretende aportar elementos críticos a este proceso el cual está en cabeza 

de las autoridades administrativas a las que les fue otorgada la competencia por la misma 

Ley; de igual manera  hacer una reflexión y análisis a partir de la experiencia en los 

procesos de restablecimiento de derechos llevados a cabo en el ICBF Regional Santander, 

Centro Zonal La Floresta de Barrancabermeja.   

 



2. Marco Conceptual 

 

2.1 Antecedentes de la Ley de Infancia y Adolescencia 

 

Para conocer los antecedentes de esta ley, es necesario partir desde la Constitución Política 

de Colombia del año 1991, ya que definió un nuevo ordenamiento político y jurídico a 

partir del reconocimiento de la Nación colombiana como un Estado Social de Derecho, y se 

sanciona la Ley 12 de 1991 mediante la cual se incorpora en la legislación interna la 

Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en la que precisamente se describen 

esos derechos y se establecen los compromisos que los Estados deben cumplir para 

garantizarlos.  

A partir de entonces, se unieron varios grupos de entidades gubernamentales, 

organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales con el propósito de 

construir un proyecto de ley integral para la infancia y adolescencia con el propósito de 

ajustarla a los nuevos mandatos constitucionales en materia de derechos humanos y a los 

preceptos internacionales de la Convención sobre los Derechos del Niño. Se creó entonces 

la Alianza por la niñez colombiana, grupo que empezó desde el año 2003, a conciliar las 

diversas iniciativas que cursaban en el Congreso de la República relacionadas con la 

reforma total o parcial del Código del Menor.   

Sin embargo, se conoce que sólo hasta el año 2005: 

 

“Los autores, ponentes y las entidades de la Alianza por la niñez colombiana, 

conformaron un equipo de trabajo encargado de revisar y ajustar el proyecto 

retirado. Para tal fin se realizaron durante los meses de junio y julio de 2005 

varias mesas de concertación y estudio por temáticas en las que participaron 

un nutrido grupo de organizaciones gubernamentales y estatales y de 

organismos no gubernamentales nacionales e internacionales, que entregaron 

como resultado un nuevo proyecto de ley que fue presentado en la Cámara de 

Representantes el día 17 de agosto de 2005, radicado con el número 085, y 

suscrito por el Procurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo, 40 



Representantes a la Cámara y 5 Senadores”. Linares, Beatriz. Boletín (Junio 

2007). 

 

Fue así como el 8 de noviembre de 2006 en el Auditorio de la Dirección General del 

ICBF, con la asistencia de representantes de las diferentes instituciones comprometidas con 

el tema de niñez, adolescencia y familia (Procuraduría General de la Nación, ICBF, 

Defensoría del Pueblo, Fiscalía General de la Nación, Organizaciones Internacionales, 

Rama Judicial y la Sociedad Civil), el Señor Presidente de la República, sancionó  la Ley 

1098 de 2006. 

 

2.2 Finalidad de la Ley De Infancia y Adolescencia 

 

La finalidad que tiene la Ley de Infancia y Adolescencia es garantizar a niños, niñas y 

adolescentes (NNA) su pleno y armonioso desarrollo para que tengan la posibilidad de 

crecer en el seno de la familia y de la comunidad en un ambiente de felicidad, amor y 

comprensión, prevaleciendo siempre el reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, 

sin discriminación. 

 

2.3 Principios Fundamentales 

 

Miguel Cillero Bruñol (2008) señala que los principios describen derechos: tales como la 

igualdad, la protección efectiva, la autonomía, la libertad de expresión. En el caso de la Ley 

1098 de 2006 de Infancia, son principios de interés superior del adolescente, la protección 

integral, prevalencia de los derechos, corresponsabilidad, exigibilidad de los derechos, el 

género, la responsabilidad parental, cuyo cumplimiento es una exigencia obligatoria que se 

le debe hacer al Estado, a la administración, a la justicia, a la familia y a la sociedad.  

Dada la importancia y el desarrollo que, de los principios constitucionales, hace el 

Código de la Infancia y Adolescencia, se constituyen en nuestro medio como la forma de 

asegurar y hacer posible el cumplimiento de la justicia, estos son la protección integral, 

pues los principios derivados de la Constitución y los tratados internacionales son límites a 
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la actividad del legislador, se imponen a la obligación de implementar políticas públicas, 

son la medida del respeto de los derechos de los niños y son un límite a la discrecionalidad 

de las autoridades.  

 

Bloque Constitucional 

La ley de Infancia y Adolescencia exige que se conozcan y apliquen aquellas 

normas que protegen los derechos de la infancia y la adolescencia, no solo desde la misma 

ley, también desde la constitución y los tratados internacionales de derechos humanos 

debidamente ratificad 

De acuerdo a la Corte Constitucional (Corte Constitucional: C-191 de 1998), el 

Bloque de Constitucionalidad es aquella técnica que permite incluir en el ordenamiento 

constitucional colombiano un catálogo amplio de normas jurídicas de Derechos Humanos, 

que sin estar expresamente consagradas en el texto constitucional, hacen parte de él y deben 

ser respetadas por el legislador en su función de producción normativa y por los servidores 

públicos en la aplicación de normas constitucionales en el análisis y decisión de casos 

concretos.  

Tratándose de los derechos de los niños, son diversos los instrumentos 

internacionales que conforme al artículo 93 de la Constitución Política integran el bloque 

de constitucionalidad, por lo que se constituyen como parámetros de control de 

constitucionalidad y contienen la obligación del Estado de brindar especial protección al 

NNA. Dentro de estos se destacan:  

• Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño.  

• Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 

• Declaración de los Derechos del Niño, proclamada por la Asamblea general de 

las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1959 

• La Convención Americana sobre derechos humanos.  

• Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de 

adopción internacional, hecho en La Haya, el 29 de mayo de 1993 (Ley 265 de 1996) 

 



Protección Integral 

La protección Integral es el principio que busca reconocer la garantía efectiva del 

restablecimiento de Derechos de los niños, niñas y adolescentes,  cuando estos han sido 

vulnerados o amenazados y la seguridad de su restablecimiento inmediato, en desarrollo al 

interés superior. (Ley de Infancia y Adolescencia)  

 

Corresponsabilidad  

Por corresponsabilidad se entiende que el Estado, la sociedad y la familia son los 

responsables de asegurar los derechos de los niños, niñas y adolescentes al establecer la 

participación activa de los tres estamentos sin interferencias ni exención de 

responsabilidades.  

La Constitución Política colombiana en su artículo 44 establece de forma clara el 

principio de corresponsabilidad: “la familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de 

asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio 

pleno de sus derechos”.  

Conforme al Código de la Infancia y la Adolescencia la corresponsabilidad es uno 

de los principios básicos que debe orientar el análisis de la situación de la niñez: “Se 

entiende por corresponsabilidad, la concurrencia de actores y acciones conducentes a 

garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. La familia, 

la sociedad y el Estado son corresponsables en su atención, cuidado y protección” (Artículo 

10 Ley 1098/06). 

 

2.4 Sistema Nacional de Bienestar Familiar 

 

De acuerdo la Ley de Infancia y Adolescencia, las acciones dirigidas a la garantía, a la 

prevención de la vulneración y al restablecimiento inmediato de derechos de NNA, debe 

hacerse de manera integral, con la participación de diferentes instituciones públicas y 

privadas, amparadas bajo el principio de corresponsabilidad. Para esto, reconoce al Sistema 

Nacional de Bienestar Familiar, creado por la ley 7ª de 1979, como el sistema que articula 

dichas instituciones. Esta misma norma establece que el Instituto Colombiano de Bienestar 



Familiar –ICBF–, establecimiento público adscrito al Ministerio de Salud cuyo objetivo es 

el de fortalecer la familia y proteger a los menores de edad, es el ente coordinador y rector 

de dicho Sistema. 

 

2.5 Restablecimiento de Derechos  

 

En materia de atención de niños, niñas y adolescentes la Ley hace evidente la superación de 

las categorías de desadaptación social y situación irregular (presentes en el código del 

menor), e incluso va más allá de la doctrina de la protección integral al consagrar el 

concepto de “restablecimiento de derechos”. El presupuesto de esta categoría es el que los 

niños, niñas y adolescentes materialmente se encuentran en condiciones que imposibilitan 

el ejercicio de sus derechos (abandono, maltrato, drogas, conflicto armado, delincuencia 

organizada), entonces la acción del Estado, sociedad y familia debe dirigirse no solo a 

percibir el proceso de atención a un sujeto de derechos, sino por la comprensión de la 

situación como “limitación de derechos” (ya sea como víctima de un delito o situaciones de 

riesgo) que genera una obligación de restablecimiento del ejercicio pleno de derechos y no 

una mera protección (Artículo 41 No 4 Ley 1098 de 2006).  

En este sentido el Artículo 50 de la Ley 1098 de 2006 y siguientes del Código de la 

Infancia y Adolescencia consagran medidas de restablecimiento de derechos y no sistemas 

de protección, atención entre otras categorías ahora superadas.  

Normativamente se define como restablecimiento de derechos de los niños, niñas y 

adolescentes “la restauración de su dignidad e integridad como sujetos y de la capacidad 

para hacer un ejercicio efectivo de los derechos que le han sido vulnerados” (Artículo 50 

Ley 1098 de 2006). Parafraseando, se trata de lograr que a través de la acción del Estado, la 

sociedad y la familia, el niño logre un estado de condiciones que le permitan ejercer el 

derecho al pleno desarrollo de sus potencialidades. 

Este concepto de restablecimiento no se limita a la noción de “volver al estado 

anterior de cosas” sino llevar a un estado de goce y ejercicio pleno de derechos, porque no 

basta con retornar la situación anterior a la violación de derechos si los niños, niñas y 

adolescentes se encontraban en condiciones precarias de goce de sus derechos.  



A continuación se exponen diferentes consideraciones del Proceso Administrativo 

de Restablecimiento de Derechos (PARD), las cuales están definidas en la ley 1098 de 

2006:  

 

Formas de Ingreso 

Los niños, niñas y Adolescentes ingresan al PARD con el fin de que la Autoridad 

competente prevenga, proteja, garantice y restablezca sus derechos, estas formas de 

Ingresos se presentan por  Denuncia, Oficio, Información originada, que  cualquier persona 

puede poner en conocimiento  cuando algún derecho de los niños, niñas y adolescente se ha 

vulnerado. 

 

Motivos de Ingreso 

• Por condiciones de inobservancia:  Iincumplimiento, omisión o negación de 

acceso a un servicio, o de los deberes y responsabilidades ineludibles que tienen las 

autoridades administrativas, judiciales, tradicionales nacionales o extranjeras, actores del 

Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), sociedad civil y personas naturales 

nacionales o extranjeras, de garantizar, permitir o procurar el ejercicio pleno de los 

derechos de los niños, las niñas o los adolescentes nacionales y extranjeros que se 

encuentren en el territorio colombiano o fuera de él. 

• Por condiciones de  Amenaza: Consiste en que toda situación de inminente 

peligro o de riesgo, para el ejercicio de los derechos de todos los niños, niñas y adolescente. 

• Por condiciones de Vulneración: Es la situación de  daño, lesión o  perjuicio 

que impide el ejercicio pleno de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

 

Medidas de restablecimiento de derechos 

Las medidas de restablecimiento de derechos son decisiones de naturaleza 

administrativa que decreta la autoridad competente para garantizar y restablecer el ejercicio 

de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Pueden ser provisionales o definitivas 

las cuales deberán estar en concordancia con el derecho amenazado o vulnerado, 

garantizando, en primer término, el derecho del niño, la niña o el adolescente a permanecer 



en el medio familiar. La autoridad administrativa competente deberá asegurar que en todas 

las medidas provisionales o definitivas de restablecimiento de derechos que se decreten, se 

garantice el acompañamiento de la familia del niño, niña o adolescente que lo requiera. 

 

Clases de Medidas  

-Amonestación: se conmina a los progenitores para que se abstengan de incurrir 

nuevamente en conductas que amenacen, o pongan en riesgo  o vulneración  los derechos 

de los niños, niñas y adolescentes. 

 

-Ubicación inmediata en medio Familiar: Consiste en ubicar al niño, niña y 

Adolescente con familia biológica  o extensa aplicando el artículo 61 del código civil 

siempre y cuando sean  garantes para la efectividad de los derechos de los niños niñas y 

adolescentes . 

 

-Ubicación en Hogar de Paso: La Ubicación inmediata y provisional del niño, niña 

y Adolescente  en la modalidad familia o institucional, procede esta medida cuando no 

aparezcan los padres, parientes o personas responsables de su cuidado y atención, no puede 

exceder de ocho días, la ley 1098 de 2006 establece que los hogares de paso son creación 

obligatoria de los Municipios, se pueden crear red de hogares de paso a nivel municipal o 

departamental. 

 

-Ubicación en Hogar sustituto: Medida de Protección provisional que toma la 

autoridad competente y consiste en la ubicación del niño, niña y Adolescente en una familia  

Sustituta que cumpla con las calidades e idoneidad para ejercer este rol, comprometiéndose 

a brindarle el cuidado y atención necesaria para la garantía de sus derechos, recibiendo 

aportes del ICBF,  sin que con este pago se genere vinculo laboral.  (Articulo 59 ley 1098 

de 2006). 

 

- La Adopción: Es la medida por excelencia para garantizar el derecho al niño niña 

y adolescente de tener una familia, procede cuando ha sido declarada la situación de 



Adoptabilidad del niño por no contar con la familia nuclear o extensa, o cuando existiendo 

la misma no ofrece garantía a pesar de las acciones adelantadas y pruebas practicadas por la 

autoridad competente  y su equipo biosicosocial de la defensoría de familia. 

 

La Ley de infancia y adolescencia establece  que el Defensor de Familia es la única 

autoridad competente que declara en Situación de Adoptabilidad al niño, niña o 

adolescente. 

 

Interés Superior del Niño  

Se entiende por Interés Superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que 

obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus 

Derechos Humanos, que son universales y prevalentes. 

Tratándose de la aplicación del principio del interés superior del niño, niña o  

adolescente, es importante tener en cuenta que las decisiones que se tomen respecto a su 

protección integral, deben ir encaminadas al verdadero restablecimiento de sus derechos.  

La ley de Infancia y  Adolescencia establece un tiempo perentorio de cuatro meses, 

los cuales pueden ser prorrogables por dos meses más, con el fin de que la autoridad 

administrativa emita un fallo definitivo con base en el material probatorio recaudado.  

Sin embargo, este tiempo limita al servidor público competente y lo obliga a definir 

una situación aceleradamente, lo cual conlleva al incumplimiento de la verdadera garantía 

de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, desconociendo la finalidad de la Ley de 

Infancia y Adolescencia. 

 



3. Metodología 

 

Con el fin de realizar un análisis  del  proceso  Administrativo de restablecimientos  de 

derechos y la  aplicación   del principio de protección integral , se utilizaron las siguientes 

técnicas:  

• Se realizaron entrevistas semiestructuradas diseñadas por el autor de este ensayo, 

a 7 funcionarios que participan en equipos interdisciplinarios de los cuales 5 profesionales 

eran del  ICBF – Centro Zonal la Floresta (2 Defensores de Familia, 2 Psicólogas y 1 

Trabajador Social) y 2 de la Comisaría de Familia de Barrancabermeja ( 1 Comisario de 

Familia y 1 Trabajadora Social). Ver anexo 1 - Estructura de la Entrevista.  

• Se revisaron 10 historias de atención de procesos PARD del CZ La Floresta  

 

Se obtuvieron los siguientes resultados:  

Respecto a las situaciones que se presentan  del Proceso Administrativo de 

Restablecimiento de Derechos, que dificultan una verdadera Protección Integral  de los 

Derechos de los niños, niñas y Adolescentes 

• Existen deficiencias en la capacidad institucional de las instancias que tienen un 

rol dentro del proceso de restablecimiento (llámese Defensorías, Comisarías). Es evidente 

que existe insuficiencia en el número de profesionales que se requieren para hacer frente a 

todas las situaciones de vulneración que se presentan en el municipio; además, un número 

importante de profesionales está vinculado por medio de contratos de cortos periodos de 

prestación de servicios, que no permiten una estabilidad de los equipos interdisciplinarios 

responsables, lo que a su vez influye en la continuidad de los procesos. Para el caso de las 

Comisarías de Familia, a la fecha, la gran mayoría no cuenta con equipos interdisciplinarios 

completos, evidenciando una actitud negligente y poco compromiso de los alcaldes locales.  

• Así mismo, las condiciones logísticas de los centros zonales o comisarías de 

familia que atienden procesos PARD, son otro indicador del poco interés que tienen los 

temas de infancia dentro de la agenda pública del Estado. Los equipos interdisciplinarios no 

cuentan con condiciones adecuadas para llevar a cabo un trabajo eficiente, por ejemplo, 

falta de  computadores, medios de transporte, recursos económicos, etc. La capacidad 



administrativa de los centros zonales del ICBF es pobre y sus presupuestos insuficientes. 

Gran parte del presupuesto está centralizado en los niveles regional y nacional. 

• Para el restablecimiento de derechos de NNA, se hace necesario interactuar con 

otras instituciones lo que generalmente conlleva a retrasos debido a las limitaciones para 

hacer cumplir a otras instancias púbicas y privadas las solicitudes y mandatos de la 

autoridad administrativa 

• Se observa que la capacidad de respuesta institucional se ve afectada por el bajo 

nivel de apropiación que tienen los actores del SNBF respecto a los contenidos del Código, 

evidenciándose que la capacitación sobre la Ley de Infancia y Adolescencia ha sido 

insuficiente y se ha enfocado más a los principios generales y no han quedado claros los 

procedimientos. 

• La Ley estableció que el seguimiento a las medidas definitivas le corresponde a 

la Coordinación del Centro Zonal. Sin embargo esta tarea se delega a los equipos 

interdisciplinarios quienes se ven afectados por la carencia de medios materiales y de 

personal suficiente, lo que lleva a que existan muchos niños, niñas y adolescentes sobre los 

cuales no se les hace seguimiento o éste no se realiza de forma periódica.  

• Las condiciones estructurales, económicas, sociales y culturales influyen en la 

capacidad de la familia para brindar el cuidado a sus NNA y en la creación de ambientes 

que permitan su desarrollo y protección integral. La pobreza, inequidad y exclusión son 

factores que disminuyen las capacidades de las familias e inciden en la vulneración de los 

derechos de los niños y niñas en contextos familiares y sociales. Un gran porcentaje de 

casos que ingresan a Protección están asociados a situaciones de extrema pobreza, y pese al 

restablecimiento de sus derechos mientras se brinda la medida provisional, los NNA 

retornan a vivenciar las mismas situaciones de vulneración y riesgo, observándose que es 

mínimo el aporte del SNBF para la solución de la problemática inmersa en esta población. 

 

Respecto a la duración del proceso PARD, los funcionarios entrevistados 

expresaron que en la práctica el tiempo de los 4 meses no es suficiente para emitir un fallo 

por las siguientes razones:  



• La etapa de recolección de pruebas en ocasiones se alarga por diversos motivos. 

Uno de los más frecuentes es la práctica de pruebas (estudios psicosociales) que se deben 

adelantar en municipios lejanos al centro zonal por lo que el Defensor de Familia debe  

comisionar a otros centros zonales o Comisarías de Familia para que emitan un concepto 

pericial y generalmente transcurren varios meses de espera para conocer los resultados del 

concepto, y cuando se conocen los conceptos no cumplen con los requisitos de un dictamen 

pericial.  

• Las intervenciones psicosociales practicadas por el equipo interdisciplinario de 

las Defensorías o las entidades operadoras igualmente se ven afectadas por varios factores 

como: falta de disponibilidad de tiempo de progenitores por ocupaciones laborales, 

cantidad de casos en Protección, cantidad de funciones adicionales e informes que deben 

darse respuesta por solicitud del nivel regional o nacional. De esta manera, se afecta en 

gran medida el número de intervenciones terapéuticas que debe recibir un grupo familiar el 

cual por lo general está constituido por  5 o más miembros.  

• En muchos casos, las familias se comprometen con pactos y acuerdos  para 

mantener la garantía de derechos de sus NNA, sin embargo es una realidad que la situación 

económica es una barrera para el restablecimiento de derechos, ya que una vez reintegrado 

el niño, las condiciones del grupo familiar siguen siendo las mismas e incluso peores, 

evidenciando una falta de respuesta oportuna de los diferentes actores del SNBF.  

 

Respecto a las Medidas de Restablecimiento de Derechos se encuentran las 

siguientes consideraciones:  

El objetivo del proceso administrativo de restablecimiento de derechos es lograr la 

garantía del ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes a través de la toma de 

medidas acorde con sus necesidades que conlleven a la protección integral; tal y como lo 

establece el Código los funcionarios responsables deben desarrollar todas las acciones 

necesarias para ese restablecimiento de derechos por lo que se debe contar con todo el 

aparato del Estado movilizándose en busca de ese objetivo. Sin embargo en la práctica son 

muchos obstáculos que se encuentran en el camino para lograr el objetivo: 

 



• La alta demanda de cupos en los diferentes programas hacen que éstos sean 

insuficientes, además, gran parte son manejados por el nivel regional dejando a los propios 

centros zonales con escasa autonomía para actuar.  

• Gran parte de los cupos son contratados con Instituciones operadoras del ICBF 

las cuales cumplen con el número básico de personal profesional contratado para diseñar y 

ejecutar el proceso de atención de los niños que se encuentran en Protección. Esto hace que 

existan equipos interdisciplinarios con sobrecarga laboral la cual no permite una atención 

con calidad en cada proceso. Además de responder por los procesos nuevos que ingresan a 

Protección, estos equipos atienden los NNA declarados en adoptabilidad y su seguimiento 

mensual, el seguimiento de los que han sido reintegrados, y cuanto programa diseñe el 

ICBF en el área de Protección. 

• Mientras el NNA esté ubicado en una medida provisional de Protecciòn, para el 

restablecimiento, los profesionales y/o instituciones competentes se movilizan buscando 

restablecer los derechos. Sin embargo, en un porcentaje alto, ocurre que tan pronto cesa la 

medida y el NNA es reintegrado a su núcleo familiar nuevamente se presentan las 

condiciones de vulneración originando en algunos casos, el reingreso al PARD.  

 

Respecto al funcionamiento del Sistema Nacional de Bienestar Familiar en el 

municipio se encuentra:  

• Existen dificultades para la identificación y reconocimiento de un Sistema 

integrado de Bienestar Familiar en el ámbito local; se observó que los actores 

institucionales entrevistados no tienen una apropiación de la noción de Sistema Nacional de 

Bienestar Familiar, ni de la manera como éste debe operar en la promoción y garantía de 

los derechos. 

• No existe una verdadera articulación del sistema de protección, las entidades 

locales actúan cada una por su lado aunado a que responden a unas directrices y dinámicas 

propias de los gobiernos y presupuestos locales, que no necesariamente coinciden con los 

lineamientos del Instituto que vienen dados desde el nivel nacional. 

• En los procesos administrativos de restablecimiento de derechos, las 

comunicaciones suelen ser de forma unidireccional, dado que el defensor de familia o la 



autoridad responsable de los casos se comunica con las diferentes instituciones a través de 

oficios que obligan a responder a solicitudes explícitas o a cumplir lo que la autoridad 

decidió. Pero no existe un trabajo en equipo que permita movilizar acciones conjuntas de 

manera efectiva. 

• Otro factor que afecta directamente la posibilidad de articulación es la ausencia 

de un sistema de información sobre el restablecimiento de derechos. Actualmente funciona 

en el ICBF el SIM, Sistema de Información Misional, el cual está por el momento 

restringido para el uso de los funcionarios de la institución, pero no permite el flujo de la 

información ni la interacción entre los actores.  

• Las instituciones privadas que son otro actor importante del SNBF y son quienes 

desarrollan actividades de protección, son en su mayoría contratistas del gobierno local y su 

papel se ha ido reduciendo a ser receptoras de los niños, niñas y adolescentes remitidos por 

las instituciones públicas. 

• Finalmente es importante resaltar que aun cuando la pretensión de la Ley de 

Infancia y Adolescencia es articular el sistema de protección, se encuentra que ha sido 

difícil por cuanto el SNBF lo conforman instituciones regidas por una normatividad 

diferente, como es el caso de las instituciones de educación y salud los cuales se rigen por 

normas específicas que regulan la prestación de un servicio y no la garantía de derechos de 

establece la ley, entrando entonces en contradicción con la misma norma.  

 

 



Conclusiones 

 

• Es importante reconocer que a través del proceso administrativo de 

restablecimiento de derechos se han logrado avances significativos en materia de la 

restitución de derechos de nuestros NNA. Sin embargo los términos del proceso hacen que 

sea insuficiente el tiempo necesario para un verdadero y efectivo restablecimiento de 

derechos el cual no solo depende de las medidas adoptadas y del proceso de atención 

ofrecido sino de la necesidad de un eficiente funcionamiento del Sistema Nacional de 

Bienestar Familiar.  

• Si bien con los términos definidos del proceso administrativo de restablecimiento 

de derechos especificados en el artículo 100 de la ley de infancia y adolescencia, se 

pretendía darle celeridad al proceso para que la situación de los niños, niñas y adolescentes 

no permanezca indefinida por periodos prolongados, se encuentra que la mayoría de los 

procesos ameritan un tiempo mayor pues existen factores internos y externos que conllevan 

a la prolongación del proceso y la afectación del ejercicio de los derechos de los NNA.  

• A esta problemática se le suma la inoperancia de las entidades del SNBF; es una 

realidad que el sistema recae en los hombros solamente del ICBF, quien además de liderar 

el sistema lo tiene que asumir.   

• Se concluye que no puede existir un verdadero restablecimiento de derechos sin 

la actuación efectiva de un Estado que impulse e implemente el desarrollo de políticas 

públicas de familia que permitan lograr condiciones concretas para el ejercicio de los 

derechos de la infancia.  

• La Administración Municipal, Distrital o Departamental, debe contar con planes, 

programas, proyectos y estrategias destinadas a hacer posible el desarrollo de las 

capacidades y las oportunidades de los niños, niñas y adolescentes de su localidad, y 

brindar una oferta de servicios a los que pueden ser remitidos por parte de la autoridad 

administrativa de restablecimiento de derechos, a fin de coadyuvar el desarrollo integral de 

los niños, niñas y adolescentes y el cumplimiento de los deberes de las familias. 

 



Referencias Bibliográficas 

 

Cillero Bruño, M. (2008). Infancia, Autonomía y Derechos: Una Cuestión de Principios. 

Recuperado el 20 de julio de 2012, de http://www.iin.oea.org 

Congreso de la República de Colombia (1991). Convención sobre los derechos del niño. 

Adoptada por la Asamblea General en su Resolución 44/25 de 20 de Noviembre de 

1989. Entrada en vigor para Colombia: 28 de Enero, en virtud de la Ley 12 de 1991.  

Congreso de la República de Colombia (2006). Ley 1098, Código de Infancia y 

Adolescencia. Colombia. Recuperado el 20 de julio de 2012, de www.icbf.gov.co 

Constitución Política de Colombia (1991). Bogotá: Legis.  

Corte Constitucional de Colombia (1998). Sentencia de Constitucionalidad Nº 191 (Mayo). 

Bogotá, D.C.  

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (2006). Lineamientos Técnico –Administrativo-

Misionales y herramientas metodológicas para la inclusión y la atención de las 

familias en los programas y servicios  del ICBF. Subdirección de intervenciones 

directas. Subdirección de lineamientos y estándares.  

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (2010). Lineamiento Técnico para las 

modalidades de Vulnerabilidad o Adoptabilidad para el restablecimiento de 

derechos de NNA y mayores de 18 años con discapacidad con sus derechos 

amenazados, inobservados o vulnerados. Recuperado el 22 de julio de 2012, de 

www.icbf.gov.co 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (2012). Lineamiento Técnico para el proceso de 

restablecimiento de derechos. Recuperado el 20 de julio de 2012, de 

www.icbf.gov.co 

Linares, B. (2007). Boletín: Crianza Humanizada, (OIM) Año XII Número 89- Junio. 

 



Anexo 

 

Entrevista Semiestructurada 

 

1. ¿Ud. considera que el término establecido por la ley de infancia y adolescencia de 4 

meses para fallar respecto al proceso de restablecimiento de derechos de un NNA es 

suficiente? ¿Por qué? 

 

2. ¿Cuáles son las debilidades más concretas que usted encuentra durante el proceso de 

restablecimiento de derechos de un NNA? 

 

3. Nombre 3 situaciones que se presentan dentro del Proceso Administrativo de 

Restablecimiento de Derechos, que dificultan una verdadera Protección Integral  de los 

Derechos de los niños, niñas y Adolescentes. 

 

4. ¿Las medidas de Restablecimiento de Derechos son efectivas? ¿Por qué? 

 

5. ¿Qué opinión tiene del funcionamiento del Sistema Nacional de Bienestar Familiar en el 

municipio?  


